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ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE GUATEMALA AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
A continuación se evalúan los niveles de cumplimiento en la evaluación de la implementación de Guatemala a la Convención Interamericana para Prevenir, sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujeres en las siguientes áreas de trabajo: Legislación, Planes Nacionales, Acceso a la Justicia, Presupuesto, Información y Estadísticas.

I. LEGISLACIÓN

1. Se ha avanzado notablemente en cuanto a la inserción de la Convención Belem Do Pará en la legislación nacional y superando el tradicional enfoque neutral de “familia” al aprobarse la Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer así como también la reciente aprobación de la Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia en contra de la Mujer.  

2. La Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y Contra la Mujer, en adelante-CONAPREVI-presentó a la Cámara de lo Penal, del Organismo Judicial la propuesta de elaboración del Protocolo de la Ley Contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia Contra la Mujer y en su proceso de elaboración estuvieron participando  instituciones del Sector Justicia, Organismo Judicial, Ministerio Público, Instituto Nacional de Ciencias Forenses, Ministerio de Gobernación, Red de la No Violencia contra la Mujer etc. 

3. Se ha creado el Reglamento de Gestión para los Juzgados y Tribunales con competencia en Delitos de Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer, lo cual en sí mismo representa un gran avance en el reconocimiento de la violencia contra las mujeres. Dicho reglamento desarrolla los criterios de atención victimológica y las medidas tendientes a evitar la revictimización y garantizar que mediante los actos y diligencias procesales se proteja la integridad física y psicológica de las víctimas. 

4. La legislación nacional guatemalteca a través de la Ley contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia contra la Mujer ha incorporado y diferenciado entre la violencia intrafamiliar y la violencia contra las mujeres, protegiéndola tanto el ámbito privado como en el ámbito público, existiendo las siguientes formas de violencia: física, sexual, psicológica, patrimonial o económica e incorporándose el delito de femicidio. Un elemento importante a destacar sobre esta nueva ley es que prevé la responsabilidad del Estado por acción u omisión en que incurran los funcionarios y las funcionarias públicos que obstaculicen, retarden o nieguen el cumplimiento de las sanciones previstas en la presente ley. Este mismo cuerpo normativo contempla el resarcimiento a las víctimas y además la asistencia integral a la mujer víctima de violencia, sus hijos e hijas prevé el derecho a servicios sociales de atención, de emergencia, de apoyo, refugio, atención médica y psicológica, apoyo social y la asistencia a un intérprete. 

5. En cuanto a la Prevención y Sanción de la Trata Nacional e Internacional de Personas, se aprobó en febrero de 2009 la Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas. No obstante, en el desarrollo del cuerpo normativo no hay distinción específica dirigida a las mujeres, aunque sí en el interés superior de la niñez. En el cuerpo normativo en comento se encuentra regulada la prevención y sanción de la prostitución forzada, no obstante no se encuentran acorde al Estatuto de Roma ya que este sigue siendo un instrumento internacional aún no ratificado por la República de Guatemala. El Código Penal, si bien regula el delito de la Trata de Personas, lo hace en forma genérica, no distinguiendo la protección a las mujeres que enfrentan indudablemente de forma diferenciada este tipo de delito. 

6. Pese a existir un cuerpo normativo bastante completo sobre violencia contra las mujeres se constata que no existe la regulación penal del delito del Acoso Sexual en los cuerpos normativos ni aún en los más recientes, siendo este delito uno de los más comunes que enfrentan las mujeres y las niñas especialmente en el ámbito laboral, en las calles y ámbito educativo. Esta forma de violencia contra las mujeres es una de las más sutiles y por lo mismo menos reconocida y sancionada. 

7. La conciliación está prohibida en Guatemala, tanto para la Violencia Intrafamiliar -a través de una circular en la cual se prohíbe la mediación y la conciliación- así como en los casos de violencia contra las mujeres, los cuales según la Ley contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia contra las Mujeres son delitos de acción pública, por lo que no son aplicables las medidas desjudicializadoras. 

8. La legislación nacional vigente no regula la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado y que se amplía en los conflictos armados, la violencia como forma de tortura, crímenes de guerra y lesa humanidad ni tampoco aquella cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado. Sobre este punto se hace necesario la reconsideración de la adecuación de los tipos penales y de realizar los estudios pertinentes para ratificar el Estatuto de Roma. 

9. El Código Penal regula el delito de la inseminación forzosa, la inseminación fraudulenta y la experimentación, aunque no regula la violencia obstétrica, ni sanciona a los profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva, ni la esterilización forzada. Es importante destacar que Guatemala cuenta con un Protocolo de Atención a Víctimas y Sobrevivientes de Violencia Sexual, el cual fue elaborado por la CONAPREVI en coordinación con el Ministerio de Salud y Asistencia Social. Dicho instrumento contempla disposiciones que garantizan el acceso a la anticoncepción de emergencia así como los tratamientos de profilaxia de emergencia para VIH y otras enfermedades de transmisión sexual. El protocolo aún no sido sujeto de un estudio en cuanto a su efectiva aplicabilidad así como de su impacto en las mujeres. 

10. Existen esfuerzos importantes en el lanzamiento de campañas a nivel nacional de prevención y sensibilización de violencia contra las mujeres, esta campaña ha sido dirigida en distintos públicos y en diferentes fases desde el año 2009. La misma incluye materiales informativos y de sensibilización. 

Conclusiones: Para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, la legislación es sin duda alguna una medida importante, sin embargo la legislación debe de ir aparejada de procesos de sensibilización a los aplicadores y las aplicadoras de justicia, de procesos de reeducación en los cuales se trabaje la eliminación de mitos y prejuicios entorno a la violencia contra las mujeres y más importante aún campañas permanentes mediante las cuales las mujeres y las niñas conozcan sus derechos y los recursos y apoyos con los cuales cuentan si quieren denunciar. 

II. 
PLANES NACIONALES
11. Guatemala cuenta con un Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar y en contra de las Mujeres-PLANOVI 2004-2014- el cual según la información proporcionada abarca todas las formas de violencia contra las mujeres y constituye una guía general de las acciones estratégicas que deben desarrollarse para el logro de la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres y el cual consta de cuatro áreas estratégicas de trabajo: Investigación, Análisis y Estadística; Prevención y Comunicación, Atención integral y Fortalecimiento institucional de Estado, Formación y Educación.  Existen comisiones interinstitucionales por cada una de las estrategias planteadas coordinadas por la CONAPREVI. Existen planes operativos los cuales son revisados anualmente y el PLANOVI se señala que será evaluado a finales de 2012, lo cual sin duda alguna dará herramientas para evaluar su efectivo funcionamiento y les permitirá realizar cualquier reajuste. El PLANOVI ha sido incorporado en la Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres y en el Plan de Equidad de Oportunidades (PEO) 2008-2023.  Como parte de su institucionalización ésta ha sido incorporada en la Ley contra el Femicidio. La CONAPREVI es el ente encargado de divulgar y promover el PLANOVI por medio de todos los procesos de capacitación y sensibilización que desarrollo, esto lo realizan tanto con las instituciones públicas como privadas.

12. En el año 2008, el Presidente de la República para asegurar la ejecución del PLANOVI, firmó junto con los tres poderes del Estado, la Red de la No Violencia contra la Mujer y la representación de la Sociedad Civil suscribieron una Declaración Conjunta sobre la No Tolerancia de la Violencia contra las Mujeres y además suscribieron un Acuerdo Interinstitucional para el fortalecimiento de la CONAPREVI, la implementación del PLANOVI 2004-20014 y el cumplimiento de la Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer.

13. El PLANOVI ha sido construido por medio de un proceso de consulta y validación conjuntamente con instituciones del Estado y organizaciones de mujeres relacionadas con la problemática entre los años 2002 y 2003. En noviembre de 2010, la CONAPREVI, organizó una puesta en común en donde las instituciones participantes informaron sobre el cumplimiento y avances de las acciones previstas, la información recaba será utilizada para un informe de seguimiento. 

14. La violencia contra las mujeres no se ve necesariamente contemplada en el plan nacional de educación, ya que va más enfocado en desarrollar las capacidades de las maestras y maestros y no en la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, niñas y niños en el ámbito educativo. Existe la institucionalización de la perspectiva de género y étnica en el Ministerio de Educación y se operativiza en el Currículo Nacional de Base, lo cual es de especial importancia pero no garantiza la no violencia en el ámbito educativo ni hace especial énfasis sobre esta problemática tan señalada en los centros educativos. 

15. No se aportan respuestas sobre si la violencia contra las mujeres es un eje o está incorporada en los planes nacionales de empleo y generación de ingresos, así como tampoco se provee información sobre si existe un eje en la política de erradicación de la pobreza. 

16. El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social impulsa la estrategia y la aplicación del Protocolo de Atención a Víctimas y Sobrevivientes de Violencia Sexual. El protocolo ha logrado cambiar las directrices internas a favor de una atención especializada a las víctimas. La aplicación de protocolo se articula con otros actores como el sector justicia y ministerio público para el proceso de la denuncia del delito e iniciar posteriormente la investigación, el protocolo incluye así mismo la referencia para el abordaje psicosocial. No se señala ninguna Política Nacional o un eje específico en el protocolo que haga referencia al VIH/SIDA. 

17. El Ministerio de Gobernación impulsa una estrategia de seguridad por la vida y la seguridad de las mujeres e impulsan dos líneas de acción: Asignación de 8 millones de quetzales de su presupuesto para el funcionamiento de los Centros de Apoyo Integral para Mujeres-CAIMUS-, coordina acciones de protección y seguridad con las organizaciones de mujeres de instituciones que atienden la problemática de violencia contra las mujeres. 

18. Guatemala cuenta con planes y programas de formación sistemáticas sobre violencia contra la mujer. Se han desarrollado dos promociones del Diplomado Semipresencial “Actualización y Especialización sobre Femicidio y Otras Formas de Violencia contra las Mujeres en el Marco de los Derechos Humanos”, llevando a caso dos promociones entre el año 2009-2010. En el año 2008-2009, se desarrolló el “Programa de Formación en Derechos Humanos de las Mujeres”, este último programa fue dirigido al personal del Ministerio Público, Organismo Judicial, Instituto de la Defensa Pública Penal y el Ministerio de Gobernación. Una medida de formación muy importante es la que desarrolla la Escuela de Estudios Judiciales, la cual tiene como función el formar y capacitar al personal del Organismo Judicial teniendo como eje transversal la perspectiva de género y los derechos humanos.   

19. El Ministerio de Salud y Asistencia Social con el apoyo de la CONAPREVI ha diseñado e impulsado un proceso de socialización, sensibilización y capacitación para la aplicación del Protocolo de Atención a Víctimas/Sobrevivientes de Violencia Sexual. La CONAPREVI ha impulsado también procesos de capacitación al personal de diferentes rangos de la Policía Nacional Civil y de la Academia de Seguridad Pública. La CONAPREVI, según la información analizada, en el año 2009, ha brindado 70 capacitaciones a un alrededor de 2599 personas, las cuales forman parte de las instituciones del Estado, Medios de Comunicación y Organizaciones de Mujeres. 

20. La CONAPREVI, impulsa y coordina procesos con las organizaciones de la sociedad civil a través del Movimiento de Mujeres en Guatemala. Como parte de la Junta Coordinadora de la CONAPREVI participa la Red de la No Violencia contra las Mujeres. Las organizaciones de mujeres son invitadas anualmente a participar en la elaboración de la Planificación Operativa Anual así como la Planificación Estratégica. El PLANOVI 2004-2014, fue además co-elaborado con organizaciones de mujeres. Han suscrito igualmente un Convenio con la Colectiva para la Defensa de los Derechos de las Mujeres en Guatemala-CODEFEM-, lo cual les ha permitido realizar actividades como foros a nivel municipal y a nivel nacional. 

21. No existen acuerdos de cooperación con medios de comunicación sin embargo un avance importante es el acercamiento que han tenido a través de un proceso de formación a los representantes de medios de comunicación en aras de brindar herramientas que les permitan un tratamiento periodístico de la violencia contra las mujeres.
III. ACCESO A LA JUSTICIA

22. En el año 2010, se han creado 6 juzgados especializados para atender casos de violencia contra mujeres y en los cuales laboran 75 personas operadoras de justicia, según la información recabada estos tribunales forman parte de un proyecto piloto y se encuentran estratégicamente ubicados en los departamentos que presentan mayor incidencia de casos de violencia contra la mujer. Se observa que los juzgados especializados es una medida tomada por el Estado guatemalteco muy importante sin embargo se señala que este proyecto debe de ser evaluado a efectos que el acuerdo de extensión a nivel nacional sea ampliado por no contar con los suficientes recursos financieros. 
Se señala que los Tribunales creados del 2006 al 2010 son 38 en distintos departamentos del país, de los cuales 6 son especializados en Femicidio y Violencia contra las Mujeres, 12 en derechos de familia y los restantes los conforman los Juzgados de Paz, de los cuales existen juzgados móviles y de Primera Instancia mixtos.  

23. El Ministerio Público y el Ministerio Judicial impulsan el Modelo de Atención Integral el cual está siendo implementado en los Juzgado Móviles, los cuales funcionan todo el día en el Ministerio Público y las 24 horas en los Juzgados de Turno, esta medida les permite, según la información proporcionada, atender con mayor celeridad a las mujeres y el tiempo en que se les otorga medidas de seguridad cuando estas son otorgadas. Este modelo de atención solo se encuentra funcionando en la región central del país, por lo cual se recomienda que al ampliarlo se realice un estudio de impacto ya que según la información aportada se afirma que este Modelo impulsado a través de los Juzgados Móviles reduce la victimización secundaria de las víctimas. Sin un estudio de impacto de esta medida es imposible determinar si las mujeres tienen un mayor acceso a la justicia y en qué medida les beneficia este acercamiento. 

24. La Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia contra la Mujer le delega al Instituto de la Defensa Pública Penal, la obligación de brindar asesoría legal  y atención integral gratuita a las mujeres sobrevivientes de violencia. Así mismo la Ley en mención establece que el estado debe de asignar los recursos necesarios para la creación y funcionamiento de los Centros de Apoyo Integral para Mujeres Sobrevivientes de Violencia-CAIMUS-. A la fecha existen 5 Centros de Atención, se señala además que en la actualidad existen 12 iniciativas de organizaciones de mujeres que cuentan con el acompañamiento, asesoría y apoyo técnico e institucional del CONAPREVI para la creación de los CAIMUS, estas iniciativas aún no cuentan con un presupuesto. Por medio de la información presentada se señala que cuando es necesario, se les da la posibilidad a las mujeres de contar con un  intérprete, ya que cuentan con 17 defensorías de indígenas e igualmente por medio de la Escuela de Lenguas Mayas. Un mecanismo de acercamiento a la justicia para las mujeres indígena es la Defensoría de la Mujer Indígena-DEMI- la cual es una entidad del Estado, con un equipo de trabajo multidisciplinario, con intérpretes que asisten a las mujeres en su idioma materno. Es importante resaltar que de los empleados activos del organismo judicial los cuales constituyen 4777 personas entre el sexo femenino y masculino solamente 128 personas tienen el carácter de interprete y/o bilingüe maya, lo cual para la gravedad de la problemática es un número bastante reducido. Que las mujeres indígenas cuenten con la posibilidad de tener un intérprete, permite un acercamiento con la justicia guatemalteca de parte de estas mujeres víctimas de violencia. La Defensoría de la Mujer Indígena en el periodo comprendido del 1 de enero al 31 de octubre de 2010, presenta 3735 casos y 3208 asesorías. Estos datos si bien son importantes y de especial relevancia, es importante hacer un análisis de los casos y asesorías que se están atendiendo, ya que por la información presentada la mayoría de los casos son por pensión alimenticia, paternidad, guarda y custodia, etc. La motivación principal de las mujeres es el bienestar de los otros y no la asunción y aceptación de la violencia que enfrentan en sus hogares o en otros espacios en los cuales se mueven. 

25. La República de Guatemala a través del Instituto de Defensa Pública por medio de la Coordinación Nacional de Asistencia Legal Gratuita a la Víctima, cuenta con una línea telefónica de emergencia los 365 días del año y las 24 horas del día. 

26. Se han impulsado campañas de sensibilización para promover la cultura de denuncia de las mujeres indígenas. Estas campañas son sin duda alguna una acción primordial impulsada y por lo tanto sería pertinente proporcionar más información al respecto. 

27. Se señala que se ha elaborado un documento sobre “Los Derechos específicos de las Mujeres Indígenas” sin embargo no se señala a quién va dirigido y si dicho documento se encuentra en varias lenguas y en versión popular.  

28. El Plan de Equidad de Oportunidades 2008-2023, cuenta con las demandas y necesidades de las mujeres Indígenas, Mayas, Garífunas y Xinkas. Asimismo en la información aportada se constata que las mujeres Indígenas con un perfil de liderazgo se han formado a través del Diplomado “Derechos y Ciudadanía de las Mujeres Indígenas”, estas mujeres pertenecen a las 17 comunidades lingüísticas y las que han participado en los procesos de capacitación impartidos son 495 mujeres.   

29. Se han implementando Grupos de Autoayuda en cada sede regional y existe un abordaje comunitario con círculos de reflexión con familia, comunidad, autoridades comunitarias. 

30. Existe el posicionamiento de los derechos específicos de las mujeres indígenas en el proceso de consulta para la construcción de variables e indicadores de género y pueblos indígenas como base para la elaboración de las boletas del INE, para el censo 2010.

31. En relación a la pregunta 20 sobre los mecanismos para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, no se aporta información excepto la de señalar que es la Ley para la protección de Sujetos Procesales y Personas vinculadas a la Administración de Justicia Penal a la encargada de echar andar las medidas tales como los traslados, los mecanismos de rescate de mujeres, cambios de identidad, protección de testigos y otros. 

32. El Organismo Judicial realizó en el año 2006-2007 el estudio “La Respuesta Institucional del Organismo Judicial ante la Denuncia de Mujeres Sobrevivientes de Violencia Intrafamiliar (Ruta Crítica y Registro de Casos), estudio en el cual se realizó una muestra en 5 departamentos y 15 municipios de Guatemala, los principales resultados obtenidos demuestran que la legislación avanzada y especifica así como las medidas para obtener un mayor acceso a la justicia no es una garantía para las mujeres víctimas de violencia de un mejor servicio ni de la eficacia del sistema jurídico, sino más bien depende mucho de la aplicación de la legislación, sensibilización y capacitación de los operadores de justicia. 

Conclusiones: El acceso a la justicia se conforma satisfactoriamente al cumplir con una serie de medidas que posibilitan a las mujeres el realizar sus denuncias y hacer valer sus derechos efectivamente. La práctica y los estudios existentes en el hemisferio demuestran que el contar con un buen marco normativo no garantiza el acceso a la justicia, el acceso a la justicia pasa primero por un proceso de visibilización y asunción de los derechos de las mujeres, el contar con los recursos y protección necesarios para acceder a la justicia así como la sensibilización y capacitación de los aplicadores de la misma forman sin duda alguna factores imperantes para medir el acceso o no. Es necesario realizar estudios de impacto que indiquen que las medidas adoptadas son las indicadas o las más idóneas en el acceso a la justicia. 

IV. SERVICIOS ESPECIALIZADOS

33. Los centros de Apoyo Integral para Mujeres Sobrevivientes de Violencia-CAIMUS-, los cuales están localizados en Guatemala, Quetzaltenango, Escuintla y Suchitepéquez reciben un apoyo presupuestario de 8 millones de quetzales anuales del Estado, los cuales han sido negociado por las organizaciones de mujeres. La CONAPREVI ha gestionado a través de la Cooperación Internacional y hacia el Estado, fondos para la creación de 12 nuevos centros. Estos centros aún no han sido abiertos por la falta de asignación presupuestaria. 

34. El Estado de Guatemala, en los últimos 4 años, ha creado mediante disposición legal los servicios de asesoría gratuita desde el Instituto de la Defensa Pública Penal este servicio se presta en 8 de los 22 departamentos y en 2 municipios, lo cual constituye 10 sedes, cuentan con 135 abogados/as. Como mencionado en párrafos anteriores Guatemala cuenta con una línea telefónica de emergencia la cual atiende las 24 horas del día a nivel nacional. Cuentan con servicios de atención psicológica y trabajadores sociales para atender los casos de forma más integral. No existe difusión de estos servicios ofrecidos. 

35. Según la información aportada no se presentan datos que indiquen que se han realizado evaluaciones relacionas a la prestación de servicios señalados en el párrafo anterior. Sin embargo la CONAPREVI, presentará el Sistema Nacional de Información sobre Violencia contra la Mujer, lo cual servirá de herramienta para llevar a cabo el monitoreo y evaluación de la problemática.  

Conclusiones: Los servicios especializados cuentan con poco presupuesto para echarlos a andar efectivamente y es necesario, al igual que en los otros ejes de evaluación ya mencionados, realizar estudios de impacto además de contar con estadísticas que nos permitan analizar la información brindada sobre la aceptabilidad y número de mujeres que utilizan los servicios especializados que se han echado a andar.  

V. PRESUPUESTO
36. La asignación presupuestaria de la CONAPREVI se ha visto disminuida en un 38.37% en el año 2009, recorte con el cual se ve afectada en gran medida la aplicación de la Ley de Femicidio y Otras Formas de Violencia contra la Mujer. La CONAPREVI ante esta situación se ha gestionado proyectos ante la Organismos Internacionales y fondos de cooperación de los cuales aún no obtienen respuesta. 

Conclusiones: Indudablemente uno de los principales problemas para la prevención y erradicación de la violencia es la asignación presupuestaria adecuada y suficiente para echar andar los programas y estrategias que desarrollan los marcos normativos así como los planes estratégicos y operativos de las instituciones involucradas en el desarrollo de las acciones encaminadas a prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres. Al disminuir el presupuesto del ente rector de la Ley de Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer, se disminuyen las acciones de impacto que deben de realizarse así como de la implementación de servicios y de atención a las mujeres víctimas de violencia.  

VI. INFORMACIÓN Y ESTADISTICAS
37. La CONAPREVI durante el año 2007-2009, ha realizado 22 diagnósticos departamentales, sobre la respuesta social a nivel local de las instituciones gubernamentales y no gubernamentales ante la problemática de la violencia contra las mujeres, este diagnóstico arroja como principales resultados lo siguiente: la existencia de la debilidad institucional en la aplicación de las leyes y convenciones, se aplica el marco normativo y la mayoría de esfuerzos se realizan en el ámbito de la violencia intrafamiliar y no bajo una perspectiva de la violencia contra las mujeres, falta de sensibilidad en los aplicadores de justicia y funcionarios/as que atiende casos de violencia contra mujeres, prevalecen en gran medida los prejuicios, estigmas sociales y barreras médicas lo cual obstaculiza los procesos emprendidos por las mujeres víctimas y de las sobrevivientes. 

38. En la información proporcionada se señala que aún no se han desarrollado las capacidades institucionales y presupuestarias para generar un registro estadístico de la problemática. Que a falta del registro adecuado y concentrado se sigue teniendo un subregistro de casos y desinformación de la problemática. 

39. Entre el año 2008-2009, se realizó una Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil, la cual cubrió 21,990 hogares de mujeres, en total se obtuvo información de 16,844 mujeres entre los 15 y 49 años de edad y de 11,010 hogares compuestos por hombres, obteniendo respuesta de 7,087 hombres. En dicha encuesta se recopiló información sobre violencia intrafamiliar entre otros datos. La CONAPREVI, ha realizado un estudio de línea de base que es el punto de partida de la Estrategia de Comunicación para la Campaña Nacional de Prevención de la Violencia contra las Mujeres. Los resultados obtenidos de la línea de base han sido de utilidad para diseñar estrategias de prevención y comunicación dirigidas a prevenir y erradicar violencia contra las mujeres

Conclusiones: Es evidente que la falta de un sistema de estadísticas único dificulta el análisis de las causas y consecuencias de la violencia contra las mujeres, que al no contar con datos únicos no se avanza en las  posibles acciones a impulsar y en las investigaciones a realizar, tanto las investigaciones jurídicas como las de análisis de la problemática. La violencia contra las mujeres por tener características comunes en la región centroamericana presenta como reto unificar criterios de análisis y consecuencias, análisis de los delitos perpetrados con mayor incidencia en la región tal y como lo es el delito de la trata de mujeres y niñas. El contar con una perspectiva común nos permitiría realizar propuestas conjuntas a los Estados. 

CONCLUSIONES FINALES: 

· Para el abordaje de la violencia contra la mujer se requiere sin duda alguna el desarrollo de una legislación nacional, de políticas y programas que garanticen la implementación real y efectiva de los derechos de las mujeres, especialmente el derecho a vivir una vida libre de violencia sin embargo todas las medidas emprendidas por los Estados deben de contar con un presupuesto acorde a las medidas implementadas y adoptadas.

· El no contar con estadísticas únicas entre las instituciones estatales involucradas en el abordaje de la violencia contra las mujeres, se convierte en tarea imposible conocer con certeza la gravedad de la problemática. 
· Si bien la conciliación o mediación es una alternativa jurídicamente prohibida esta sigue prevaleciendo en el imaginario cultural y social de los aplicadores de justicia y los prestadores de servicios en los casos de violencia contra las mujeres, lo cual revictimiza e impide el acceso a la justicia para las mujeres víctimas y para las sobrevivientes. 

· Es necesario que el Estado guatemalteco aumente el presupuesto asignado para prevenir y sancionar la violencia contra las mujeres. 

· Deben de existir campañas de concientización y de divulgación de los derechos de las mujeres así como de las  acciones que ha emprendido el Estado para dar respuesta a la problemática. 

RECOMENDACIONES GENERALES: 

· Los avances sobre la legislación en coherencia con la Convención Belem Do Pará es importante, sin embargo la legislación debe de ser dotada paralelamente a su construcción, del presupuesto necesario, de la voluntad política permanente del Estado guatemalteco así como de las herramientas necesarias para la implementación a los aplicadores y las aplicadoras de justicia. 

· Continuar el esfuerzo, haciéndolo permanente en el tiempo, de la capacitación a los tres poderes del Estado de Guatemala con contenidos de derechos humanos, equidad de género, derechos de los pueblos indígenas y especialmente de las mujeres indígenas, violencia contra las mujeres, presupuestos etiquetados, a fin de mejorar el acceso a la justicia de las mujeres que enfrentan violencia y también con el objetivo de sensibilizar a los funcionarios y funcionarias.

· Implementar a corto plazo un sistema único de estadísticas que permita medir la dimensión de la violencia contra las mujeres tanto en las áreas urbanas como rurales, según problemática, edad, etnia, etc.

RECOMENDACIONES ESPECÍFICAS:

· Superar el vacío en la legislación en cuanto a introducir específicamente el acoso sexual como delito reconociendo que es una de las formas de violencia contra las mujeres y niñas más permitida y presente en todos los espacios y esferas que se mueven las mujeres y las niñas durante su ciclo de vida. (Artículo 2, 3,6, 7 lit. c) de la Convención de Belém do Pará).

· Institucionalizar la transversalidad del enfoque de género en las capacitaciones e implementar la medición de impacto de los procesos formativos. (Artículo 8).
· Aumentar el presupuesto para la aplicación e implementación de la Ley contra el Femicidio y otras formas de violencia contra la mujer y así operativizar el acceso a la justicia para las mujeres guatemaltecas, teniendo en cuenta que la cooperación internacional implementa programas al igual que las ONGs de mujeres pero que la responsabilidad principal sigue siendo del Estado. (Artículo 8 literal i).
· Realizar campañas permanentes y políticas públicas sostenibles para la erradicación de prejuicios que originan las desigualdades entre mujeres y varones. (Artículo 8 literal g).
· Garantizar servicios adecuados para la atención de las mujeres que enfrentan violencia, tanto en las áreas urbanas como rurales. Los servicios deben estar a cargo de personas especialmente formadas para atender esta problemática; (Artículo 8, literal d).

· Aumentar el número de intérpretes capacitado/as para que las mujeres indígenas puedan accesar al sistema de justicia. (Artículo 8 literal d).
· Promover investigaciones sobre la violencia contra las mujeres en los distintos espacios, sus causas y consecuencias. (Artículo 8, literal h).
· Se sugiere al Estado de Guatemala que aporte información más específica sobre la violencia contra las niñas y adolescentes en dicho país. 
OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE GUATEMALA

INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
LINK: http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03211-A.pdf 
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